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Campañas de esterilización masiva y uso 
político a través de los años

Inés Ruiz Alvarado*

* 	 Inés Ruiz Alvarado es actualmente candidata doctoral por la Uni-
versidad de Kent, Inglaterra, y es autora del documental Una voz 
estéril (2012). Su investigación examina las consecuencias de las 
campañas de esterilizaciones quirúrgicas AQV. Estudió Cine y Do-
cumental en la Universidad del País Vasco, España, y es magíster 
en Estudios Hispánicos por la Universidad de Kent, Inglaterra.

“El programa de esterilizaciones que se hizo durante la época del Chino 
debe volver para que no haya más pobreza extrema. Ellas saben de las 
limitaciones y tienen muchos hijos. Debe ser máximo dos, o como en China 
o en Japón”. 

Hombre de 20 años, estudiante, distrito de Miraflores.

El pasado domingo 10 de mayo, el Ministerio 
Público decidió reabrir el caso de las esteriliza-
ciones nuevamente archivado por el cuestionado 
fiscal Guzmán Baca en el año 2014. Han transcu-
rrido 18 años desde que se efectuaron las prime-
ras denuncias. En el transcurso de ese tiempo, el 
caso ha sido archivado y reabierto en diferentes 
oportunidades y coyunturas políticas. Esta cróni-
ca pretende dar un breve repaso histórico desde 
que se iniciaron las primeras denuncias y poner en 
evidencia cómo el Estado, a través de diferentes 
actores políticos de turno, ha sabido utilizar este 
tema dentro de sus agendas como una forma de 
estrategia política. A 11 meses de las elecciones 
presidenciales de 2016, ¿los políticos de turno 

han encontrado beneficioso reabrir el caso de 
las esterilizaciones para posiblemente destacar el 
tema en su agenda de campaña electoral?

Breve historia de las campañas de esterilización

En 1996, Giulia Tamayo, abogada y defensora de 
los derechos humanos, denunció irregularidades 
y obligación de cumplimiento de “metas” entre 
el personal de Salud. Por primera vez, se mostra-
ron documentos con el registro de metas estable-
cidas para la provincia de Huancabamba.1 En ese 

1	 Huancabamba pertenece a una de las ocho regiones de Piura 
y se ubica en la zona norandina y nororiental. La población 
actual de Huancabamba es de 125.000 habitantes, 50% mu-
jeres y 90% población rural. La gran mayoría vive en situa-
ción de pobreza y extrema pobreza. Según el Minsa, en el 
área rural (Huancabamba, Ayabaca y Morropón) el 54% es 
menor de 15 años y el 45,5% corresponde a la población de 
15 y más años. El índice de masculinidad para la población 
rural es 97,2 por cada 100 mujeres y la población femenina 
representa el 49,48%, que vive en gran mayoría en el área 
rural; además, el 63,89% de la población general es menor 
de 30 años. Ramírez Peña-Peña 2012: 2.
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“  ”
A 11 meses de las elecciones 
presidenciales de 2016, ¿los po-
líticos de turno han encontrado 
beneficioso reabrir el caso de 
las esterilizaciones para posible-
mente destacar el tema en su 
agenda de campaña electoral?

mismo informe, resaltó los objetivos anuales es-
tablecidos por el Ministerio de Salud (395 esteri-
lizaciones anuales). Giulia encontró que en el mes 
de septiembre de ese año ya se habían realizado 
169, es decir, el 42% del total previsto. En 2003, 
durante el gobierno de Alejandro Toledo, el Esta-
do peruano llegó a un acuerdo de indemnización 
con la familia de una de las mujeres víctimas: Ma-
mérita Mestanza Chávez,2 quien murió debido a 
un mal procedimiento de esterilización quirúrgica. 
En 2009, durante el gobierno de Alan García, se 
archivaron los 2074 casos de mujeres agraviadas 
y otros 18, correspondientes a las fallecidas.3 Dos 
años más tarde, durante las elecciones de 2011 y 
la segunda vuelta entre Ollanta Humala y Keiko 
Fujimori, el olvidado tema entró nuevamente en 
debate. La población, entonces, empezó a re-
cordar, mientras que otro sector se enteró recién 
del tema.4 Ollanta Humala ganó las elecciones, y 
uno de los primeros compromisos que anotó en 
su nueva agenda presidencial de “inclusión so-
cial” fue la investigación del caso de las esterili-
zaciones. También asumió la responsabilidad de 
dar una reparación a las víctimas. Así, en 2012, 
la Fiscalía decidió reabrir el caso, y, durante los 
primeros meses del mandato de Ollanta Humala, 
se encargó la elaboración de un estudio que reco-
gió evidencias y recomendaciones para concretar 
dichas reparaciones.5 Sin embargo, este no fue 
presentado a la sociedad civil en abril de 2012, 

como se había prometido hacer, y en 2014, el 
caso fue archivado nuevamente, esta vez por el 
fiscal Guzmán Baca.

Situación de las mujeres “ligadas” 

En estos 18 años, el silencio por parte del Esta-
do ha generado una serie de acciones de algunas 
organizaciones de derechos humanos y colectivos 
de artistas que, participando con sus propuestas, 
se han unido en la búsqueda de la justicia y la 
reparación que las mujeres afectadas por las cam-
pañas de esterilización reclaman. No obstante, la 
lucha de estas mujeres y las tantas veces promesas 
del Estado ha generado una desconfianza aún ma-
yor hacia los poderes del Estado. 

2	 Jara 2011, CIDH 2003 y Organización de los Estados Americanos 
(2003).

3	 La Defensoría del Pueblo logró documentar entre 1996 y 2000 los 
casos de al menos 2074 mujeres que fueron esterilizadas en con-
tra de su voluntad como parte del Programa Nacional de Salud 
Reproductiva y Planificación Familiar. Ver Páez 2009.

4	 En una encuesta en la ciudad de Lima (2012) ,a la pregunta “¿ud. 
está al tanto del programa de esterilización llamado AQV (Campa-
ñas de Anticoncepción Quirúrgica Voluntaria) que se llevó a cabo 
en el año 1995 durante el régimen fujimorista?”, 66% contestó 
que no, mientras que 34% contestó que sí. Encuesta (2012), con 
universo 350 personas de diferentes niveles socioeconómicos. En-
cuestas dirigidas por Inés Ruiz, como parte de la investigación de 
doctorado en la Universidad de Kent (UK).

5	 Rossy Salazar (Demus), comunicación personal, 5 de junio de 2012.

En una de mis visitas a la comunidad de Huan-
cabamba en 2012 pude recoger testimonios de 
mujeres que se sentían “traicionadas” por las pro-
mesas de Ollanta con respecto a la reparación de 
las víctimas de AQV (anticoncepción quirúrgica 
voluntaria). Esto parece tener una consecuencia 
directa, ya que se sienten utilizadas o traicionadas 
por el Estado. Así lo asegura la señora Cleofe Ne-
yra, campesina de la localidad de Huancabamba:
 

[…] Aquí nada cambió, lo que quieren es llegar 
al poder, cuando la gente del campo es la que 
vota… cuánto me arrepiento ahora… ni Keiko, 
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porque su padre fue el que nos hizo esto, él 
mandó la orden que se ligaran las mujeres. Aquí 
venían [Fuerza 2000] a hacer campaña, traían 
comida, arroz, ¿de dónde traerían este arroz?, 
porque era amarillo, no era peruano… Toda 
la gente apoyó a Ollanta. En Lima no lo han 
querido, el ganó por el pueblo, y ahora, como 
lo quieren en Lima, todos apuestan por él [en 
Lima]; y ahora a nosotros nos dio la espalda, nos 
dio una patada donde más nos duele… Hemos 
llorado con la traición que nos hizo […].

 Mujer de 50 años, exmiembro del Comité de 
Mujeres AMBHA. Huancabamba, caserío de 

Huarmaca, septiembre de 2011.

Si bien la reapertura del caso esta vez es una bue-
na noticia para las mujeres afectadas, el lapso 
de tres meses que da la Fiscalía para reunir las 
denuncias podría indicar que las intenciones por 
parte de Estado aún no son del todo claras. Y es 
que un juicio de este tipo abarca miles de involu-
crados —muchos más que en los casos de violen-
cia armada—. Por ello, formar equipos de trabajo 
minucioso, que investiguen caso por caso (hasta 
ahora se han presentado 2074 víctimas), es una 
tarea ardua.

Esperanza Huayama Aguirre, presidenta del Co-
mité de Defensa de Derechos Humanos de las 
Mujeres Esterilizadas de Huancabamba (CDH-
ME-Huancabamba), es uno de los casos más em-
blemáticos de las esterilizaciones forzadas en la 
provincia. Ella afirma que esta noticia animará a 
las más de doscientas empadronadas en el Comi-
té a pesar del olvido, el silencio y la exclusión a 
los que se las ha sometido por más de 18 años, 
al igual que a otras mujeres andinas del país.6 
Esta actitud ha sembrado en ellas desconfianza 

respecto a algunos organismos del Estado, por lo 
que han decidió convocar a una comisión que via-
jara a Lima para hacer escuchar su voz y sus justas 
demandas.

Esperanza Guayama, presidenta del CDME. 

6	 Entrevista a Esperanza Huayama. Josefa Ramírez, IAMAMC, 
11 de mayo de 2015.

Foto tomada por Inés Ruiz. 

Implicancias en la reapertura del caso y el uso 
político

Durante el trabajo de campo que realicé en Huanca-
bamaba, donde me entrevisté con muchas mujeres 
que habían sido esterilizadas durante las campañas 
AQV, pude identificar algunas de las consecuencias 
de estas campañas en las comunidades afectadas, 
en este caso la comunidad de Huancabamba. Por 
un lado, se percibe la creciente desconfianza hacia 
los organismos del Estado, como el Sistema Nacio-
nal de Salud. Pude observar las relaciones entre los 
trabajadores de salud y los usuarios, y encontré que 
aún existen problemas de discriminación y de dis-
tancia cultural entre las comunidades indígenas y 
el personal de salud. En los testimonios recogidos, 
muchas mujeres afirman sentirse maltratadas por 
el personal de salud, ya que numerosas veces no 
se habla el idioma nativo, y esto crea una barrera 
cultural. Amy Margolies7 explica que estas barreras 
culturales afectan del mismo modo la relación de 
las mujeres cuando interactúan en los servicios de 

7	 Correa Aste y Roopnaraine 2013.
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salud reproductiva y, sobre todo, respecto de los 
anticonceptivos. Algo que llama aún más la aten-
ción fue la persistente manera en la que los traba-
jadores de salud utilizaban amenazas para que las 
usuarias utilicen métodos anticonceptivos. Así, se 
comprobó que en algunos casos los trabajadores 
de salud amenazaban a las usuarias con retirarlas 
del programa Juntos o acusarlas con el gestor del 
programa si no accedían a planificar y usar méto-
dos anticonceptivos. Esto ha generado que las be-
neficiarias del programa Juntos perciban que el uso 
de anticonceptivos es un requisito. 

las cuales fueron utilizadas durante las campañas 
de AQV. Evidentemente, hay un abismo entre los 
métodos que se utilizaron durante las campañas 
para persuadir a las mujeres y los que emplean 
los actuales trabajadores de salud para promover 
el programa Juntos. A pesar de todo, cuestiones 
como el trato del personal hacia las usuarias no 
han cambiado, como tampoco el paternalismo 
por parte de los trabajadores hacia ellas; es decir, 
son tratadas como individuos que muchas veces 
no pueden ejercer una decisión propia.

[…] hay generaciones que optan por el bene-
ficio de Juntos. Hay gente del campo que no-
sotros consideramos que no por ser gente del 
campo no tiene medios económicos. Hay gente 
del campo que sí tiene, y que sin embargo reci-
be el apoyo de Juntos. Esa nueva generación de 
Juntos, en lugar de optar por un método anti-
conceptivo, optan por Juntos.

Entrevista a obstetra del Centro de Salud de 
Huancabamba, 2 de septiembre de 2012.

Desde que se iniciaron las denuncias en el año 
1996, y a pesar de la creación de algunos pro-
gramas sociales del Estado, es indudable que 
hasta el día de hoy estos programas no benefi-
cian exclusivamente a las mujeres víctimas de las 
campañas de AQV y que mucho menos se con-
templan dentro de los programas de salud del 
Estado. 

La segunda consecuencia importante se concen-
tra en las desigualdades de grupo y la exclusión 
latente que perciben las mujeres esterilizadas. 
Esta exclusión no solo se da por parte de su pro-
pia comunidad, sino también de la población de 
Lima, la población urbana. El género en el Perú 
y Latinoamérica es un elemento latente y cons-
tante de discriminación; si a un individuo se le 
discrimina por su origen o etnia, por su estatus 

“  
”

Se comprobó que en algunos 
casos los trabajadores de salud 
amenazaban a las usuarias con 
retirarlas del programa Juntos o 
acusarlas con el gestor del pro-
grama si no accedían a planificar 
y usar métodos anticonceptivos.

Este punto es importante, ya que al compararlo 
con el caso de las campañas AQV, y a pesar de ha-
ber transcurrido 18 años desde que se iniciaron, 
el comportamiento de los trabajadores de salud 
hacia las usuarias sigue teniendo la misma diná-
mica paternalista de antes. Durante la época de 
las campañas de AQV se comprobó, a través de 
diferentes testimonios de mujeres, que eran los 
trabajadores de salud los que amenazaban a las 
usuarias con quitarles ciertos beneficios (en aque-
lla época, los anticonceptivos gratuitos) si no se 
esterilizaban; incluso, en algunos casos se les daba 
comida o medicinas a cambio para que accedie-
ran a utilizar este proceso quirúrgico. Si bien es 
cierto que en el programa Juntos no se han com-
probado métodos coercitivos de parte del per-
sonal de salud, sí se han descubierto amenazas, 
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y por su género,8 encontramos que son las mu-
jeres las que llevan la peor parte. En este caso, 
el ser mujer y haber sido esterilizada es un factor 
mucho mayor de discriminación por parte de am-
bos sectores.

La mujer que fue esterilizada durante las campa-
ñas AQV sigue siendo vista por la población no 
solo urbana, sino por su propia etnia, como la 
otra. Las poblaciones indígenas siguen estando 
fuera de los grandes proyectos sociales del Estado. 
La conexión relativamente escasa de los asenta-
mientos de montaña con las redes metropolita-
nas fomenta creaciones culturales distintas, y es-
tas son vistas por el Estado y la población urbana 
como sociedades problemáticas que se resisten a 
un cambio.9 Es decir, son percibidas como el Otro 
atrasado y conflictivo. 

Durante las campañas AQV el Estado consideró a 
los ciudadanos indígenas como seres que no eran 
capaces de ejercer sus derechos, y les impuso sus 
deseos sin ningún otro motivo que la satisfacción 
del propio Estado. 

Como yo me cuidada con ampolla me dijeron 
que ya no me iban a dar la ampolla [el hospital], 
que nos teníamos que hacer ligar. Yo firmé un 
consentimiento. No me dieron ningún folleto. 
No le dije ni a mi esposo, ni a mis hijos por-
que dijeron que iba a ser un simple cortecito… 
Ahora mi esposo se ha ido porque paro con he-
morragias. Como sentía dolor mi esposo se fue, 
porque estaba adolorida y no le gustó.

Entrevista a mujer de 46 años, 11 de septiem-
bre de 2012, Huancabamba.

Los derechos reproductivos y sexuales son temas 
controvertidos en materia de derechos humanos. 
Estos, como hemos visto, se relacionan con los 
prejuicios sexuales, el estigma social y las des-
igualdades arraigadas profundamente en un país 
como el Perú. Si a esto le sumamos el constante 
discurso estatal y de la sociedad urbana sobre si 
las mujeres indígenas tienen el control de su pro-
pia fertilidad, encontramos que las condiciones 
en las que se han llevado a cabo las campañas 
de planificación familiar en el Perú en los últimos 
años no demuestran la seriedad que, por ética, les 
corresponde, señal de que en el país aún existe un 
abismo de desigualdades socioculturales.

En el contexto electoral en el que nos encontra-
mos, todo parece indicar que la reapertura del 
caso implicará, una vez más, una oportunidad 
para que los políticos del caso encuentren una 
solución al “problema”. Sin embargo, la breve 
historia de las campañas de esterilización parece 
revelar que a pesar de que en los últimos años 
los políticos han focalizado sus campañas políti-
cas en remarcar las desigualdades existentes en 
el país, las mujeres esterilizadas siguen represen-
tando el conflicto dentro de la sociedad; siguen 
siendo las otras.
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